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Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 

Candelaria Rosa, el Juez Pagán Ocasio, el Juez Vázquez Santisteban y 

la Jueza Reyes Berríos. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021.  

Comparece Ricky Ramos Lanzot (Ramos Lanzot o apelante), 

mediante el recurso de apelación de epígrafe. Nos solicita la revisión 

de una Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Fajardo, el 8 de noviembre de 2020. Mediante el referido 

dictamen, el foro primario desestimó la demanda presentada en contra 

de Eva Aponte Álamo, su esposo Pedro Carrasquillo Rodríguez y la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos (en conjunto, los 

apelados). Por los fundamentos que expresamos a continuación, 

confirmamos la Sentencia apelada.  

En la demanda sobre incumplimiento de contrato presentada por 

Ramos Lanzot, este planteó ser codueño de cierta propiedad inmueble 

junto con los apelados y reclamó su participación del 50% sobre el valor 

 
1 Mediante Orden DJ 2019-187E, el Panel I quedó constituido por 5 integrantes. 
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del mismo. Por su parte, los apelados presentaron una moción de 

desestimación, en la cual sostuvieron que en la Sentencia de Desahucio 

del caso Eva Aponte Álamo v. Ricky Ramos, Civil Núm. 

RG2018CV00313, emitida el 9 de enero de 2019, se reconoció la 

titularidad de los apelados sobre la propiedad en controversia. Así, 

solicitaron la aplicación de la doctrina de cosa juzgada y la 

desestimación del caso de epígrafe, en la medida en que en el caso 

anterior se desestimó la reconvención presentada por el apelante por los 

mismos hechos. Anejaron a su moción de desestimación una copia de 

la escritura pública de compraventa a su favor y una copia de la 

sentencia en el caso RG2018CV00313.  

Ramos Lanzot, por su parte, se opuso a la solicitud de 

desestimación, bajo el argumento de que la calidad en que 

comparecieron las partes en ambos casos fue distinta. También sostuvo 

que el desahucio, por su carácter sumario, no permite el descubrimiento 

de prueba y las defensas son limitadas. Cabe destacar que el apelante 

no anejó prueba alguna que refutara lo planteado por los apelados. 

Luego de evaluar las posturas de las partes, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió el dictamen apelado. Allí tomó conocimiento 

de que en el caso de desahucio sumario RG2018CV00313 se determinó 

que Ramos Lanzot vivía en la propiedad en cuestión como arrendatario 

y que adeudaba el pago de cánones de arrendamiento, que se desestimó 

la reconvención presentada por el apelante y se le ordenó el pago, más 

los honorarios de abogado. De esta manera, por tratarse de las mismas 

partes y hechos que en el presente caso, el foro concluyó que es de 

aplicación de la doctrina de cosa juzgada y desestimó el caso de 

epígrafe.  



 
 

 

KLAN202001004 

 

3 

En desacuerdo con el dictamen, el apelante solicitó 

reconsideración, aunque en esa ocasión tampoco acompañó prueba 

alguna que sustentara sus planteamientos. Luego de que la misma fuese 

denegada, Ramos Lanzot compareció ante esta segunda instancia 

judicial para cuestionar la desestimación de la demanda y la imposición 

de honorarios de abogado. A su vez, los apelados presentaron una 

solicitud de desestimación, la cual denegamos mediante Resolución 

emitida el 14 de enero de 2021. Posteriormente, estos presentaron su 

alegato en oposición al recurso de apelación.  

En nuestro ordenamiento, la doctrina de cosa juzgada encuentra 

su origen en el Art. 1204 del Código Civil de 1930, 31 LPRA 3343.2 

Dicho artículo establece la necesidad de que, entre el caso resuelto y el 

caso en el cual la doctrina es invocada, “concurra la más perfecta 

identidad entre las cosas, las causas, las personas de los litigantes y la 

calidad con que lo fueron”. Id. En tal sentido, la doctrina de cosa 

juzgada “impide que se litiguen posteriormente, entre las mismas partes 

y sobre las mismas causas de acción y cosas, las controversias ya 

litigadas y adjudicadas y aquellas que se pudieron haber litigado”. Mun. 

de San Juan v. Bosque Real S.E., 158 DPR 743, 769 (2003). Al 

respecto, se ha señalado que es cosa juzgada “lo ya resuelto por fallo 

firme de un Juez o tribunal competente, que lleva en sí la seguridad de 

su irrevocabilidad”. Casco Sales v. Mun. de Barranquitas, 172 DPR 

825, 833 (2007).  

En la aplicación de la doctrina de cosa juzgada, “el requisito de 

la identidad de cosas significa que el segundo pleito se refiere al mismo 

 
2 Aunque el Código Civil de 1930 fue derogado el 28 de noviembre de 2020 mediante la Ley Núm. 

55-2020 que estableció el nuevo Código Civil de Puerto Rico, es dicha versión derogada la que se 

encontraba vigente al momento de la controversia de autos. 
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asunto que versó el primer pleito, aunque las cosas hayan sufrido 

disminución o alteración”. Presidential Financial Corp. of Florida v. 

Transcaribe Freight Corp., 186 DPR 263, 274 (2012). La cosa, además, 

es el “objeto o materia sobre la cual se ejercita la acción”. A & P Gen. 

Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR 753, 764 (1981). Para determinar 

si existe identidad del objeto, un criterio certero es si un juez está 

expuesto a contradecir una decisión anterior afirmando un derecho 

nacido o naciente. Es decir, que existe identidad de objeto “cuando un 

juez al hacer una determinación se expone a contradecir el derecho 

afirmado en una decisión anterior”. Presidential v. Transcaribe, supra, 

pág. 275.  

En cuanto al segundo requisito, es decir, la existencia de 

identidad de causas de acción, se debe analizar “si ambas reclamaciones 

se basan en la misma transacción o núcleo de hechos”. Martínez Díaz 

v. E.L.A., 182 DPR 580, 586 (2011). Lo anterior implica que la parte 

demandante está obligada “acumul[ar] en un pleito todas las posibles 

teorías legales al amparo de las cuales podría tener derecho a un 

remedio y que surjan de los mismos hechos transaccionales”. Id.  

Por último, en lo que respecta a la identidad de las personas de 

los litigantes y la calidad en que lo fueron, el propio Art. 1204 del 

Código Civil, supra, dispone que existe identidad de personas siempre 

que los litigantes del segundo pleito sean causahabientes de los que 

contendieron en el pleito anterior, o estén unidos a ellos por vínculos 

de solidaridad o por los que establece la indivisibilidad de las 

prestaciones entre los que tienen derecho a exigirlas u obligación de 

satisfacerlas. En ese sentido, el Tribunal Supremo ha señalado “que los 

efectos de la cosa juzgada se extienden a quienes intervienen en el 



 
 

 

KLAN202001004 

 

5 

proceso, a nombre y en interés propio”. Presidential v. Transcaribe, 

supra, pág. 276.  

El Tribunal Supremo también ha reconocido otra modalidad de 

cosa juzgada, en la cual no resulta necesaria la identidad de las causas. 

Esta es la figura jurídica del impedimento colateral por sentencia. A & 

P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, 110 DPR 753 (1981). La misma 

“surte efectos cuando un hecho esencial para el pronunciamiento de una 

sentencia se dilucida y determina mediante sentencia válida y final”. Id. 

pág. 762. Como resultado de ello, tal determinación es concluyente en 

un segundo pleito entre las mismas partes, aunque están involucradas 

causas de acción distintas. Id. Al igual que la doctrina de cosa juzgada, 

“el propósito de la figura del impedimento colateral por sentencia es 

promover la economía procesal y judicial, y amparar a los ciudadanos 

del acoso que necesariamente conlleva litigar en más de una ocasión 

hechos ya adjudicados”. P.R. Wire Prod. v. C. Crespo & Assoc., 175 

DPR 139, 152-153 (2008).  

Luego de examinar el expediente ante nuestra consideración, así 

como los escritos presentados por las partes, no nos convencen los 

señalamientos realizados por el apelante. Es cierto que en el 

procedimiento de desahucio solo se puede discutir el derecho a la 

posesión de un inmueble, por lo que no pueden ventilarse cuestiones de 

título. Escudero v. Mulero, 63 DPR 574 (1944). Ello responde a que se 

trata de un procedimiento de carácter sumario, en el cual lo fundamental 

es que se logre el recobro de la posesión del inmueble por quien tiene 

derecho a ello. C.R.U.V. v. Román, 100 DPR 318 (1971). No obstante, 

lo anterior no impide que el Tribunal de Primera Instancia tome 

conocimiento de las determinaciones de hechos y las conclusiones de 
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derecho contenidas en un dictamen anterior y las haga formar parte de 

su sentencia. Tampoco significa que se deba descartar, sin más, la 

prueba que se desfiló y que le mereció credibilidad al foro judicial en 

aquel caso.  

Ante tales consideraciones, aun si no estuvieran presentes todos 

los criterios para que se configure la doctrina de cosa juzgada -tal como 

plantea el apelante- lo están para que sea aplicable la figura jurídica del 

impedimento colateral por sentencia. Como mencionamos, esta surte 

efectos cuando un hecho esencial para el pronunciamiento de una 

sentencia se dilucida y determina mediante sentencia válida y final. En 

el caso de epígrafe, el hecho esencial para el pronunciamiento de la 

presente sentencia -es decir, la titularidad del inmueble en cuestión- fue 

establecido por el Tribunal de Primera Instancia en el caso de desahucio 

sumario RG2018CV00313. Allí se determinó que Ramos Lanzot era un 

arrendatario y que adeudaba el pago de cánones de arrendamiento. 

Asimismo, se estableció que no existe conflicto de titularidad, por lo 

que el foro de primera instancia desestimó la reconvención que presentó 

en aquella oportunidad el apelante.  

Dado que Ramos Lanzot no apeló la sentencia en el caso de 

desahucio ante esta segunda instancia judicial, la misma constituye un 

dictamen final y firme. En consecuencia, el apelante está impedido de 

intentar plantear, nuevamente, el supuesto conflicto de titularidad que 

el foro primario ya determinó que no existe. Por otro lado, el apelante 

tuvo amplia oportunidad de presentar alguna prueba que sustentara sus 

alegaciones, tanto ante el foro primario como ante este Tribunal de 

Apelaciones, y no lo hizo así. Los apelados, en cambio, presentaron 
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copia de la escritura pública que demostró, por preponderancia de la 

prueba, que son los titulares del inmueble en controversia.  

Finalmente, en cuanto a los honorarios de abogado, cabe destacar 

que fueron impuestos también en el caso RG2018CV00313. A pesar de 

que el foro primario concluyó en aquella oportunidad que Ramos 

Lanzot actuó de manera temeraria o frívola, aun así, este presentó la 

reclamación de epígrafe para reiterar el mismo planteamiento de 

conflicto de título. Siendo de esa manera, no encontramos que el 

Tribunal de Primera Instancia haya incurrido en algún abuso de 

discreción; por el contrario, actuó dentro del marco de lo dispuesto por 

la Regla 44.1 (d) de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, al sancionar una conducta que dio origen a un pleito que se pudo 

evitar. Véase, Andamios de Puerto Rico v. Newport Bonding, 179 DPR 

503 (2010). En atención a lo anterior, y por concluir que es de 

aplicación la doctrina de cosa juzgada en su modalidad de impedimento 

colateral por sentencia, confirmamos el dictamen apelado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


